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      Introducción


      En México hay una economía que está extorsionada, lo que le impide crecer y hacerlo de una manera incluyente; extorsiona el franelero que actúa como dueño del arroyo vehicular, los líderes sindicales que, sin representación real, emplazan a huelga con el fin de obtener una renta; extorsionan los funcionarios responsables de tramitar un permiso o cualquier trámite gubernamental, el policía y los responsables de protección civil. También extorsionan los gerentes de compras de grandes empresas, o de gobierno, cuando exigen “moches” a proveedores, en especial a micro y pequeñas empresas, que buscan integrarse a cadenas de valor.


      Es falsa la intuición de que sólo extorsiona el crimen organizado a través de la violencia, secuestro o amenazas, también lo hace mediante cobros de cuotas y derecho de piso. Y no es únicamente el crimen organizado, sino el mismo gobierno y sus instituciones, así como empresas privadas que también forman parte de esta práctica nociva. Todo empieza, sin embargo, en el ámbito individual en donde la extorsión se ha vuelto común en la vida cotidiana. ¿Aceptar el pago ilegítimo por estacionarse en un espacio público o ser sujeto a que rayen el coche? ¿Pagar para que recojan la basura o soportar que se quede y acumule en la calle? ¿Pagar a un funcionario por hacer el trámite rápidamente o esperar semanas o incluso meses? ¿Pagar semanal o mensualmente derecho de piso a grupos delictivos o ser víctima de amenazas violentas? ¿Ofrecer una jugosa propina como mecanismo para tener acceso a un privilegio al que no se tiene derecho? En cualquiera de sus múltiples formas, en este libro se analiza cómo la extorsión drena a la sociedad mexicana, frena el desarrollo, limita el crecimiento y la innovación y daña la percepción de un Estado de derecho como condición mínima y necesaria para auténticamente crecer.


      La expandida cultura de la extorsión tiene un efecto pernicioso sobre el desarrollo que es doble: su alta carga impositiva implícita funciona como un obstáculo a la inversión, pero también como un acelerador para la desigualdad y la falta de inclusión. Sólo aquellos con suficientes recursos para soportar el gasto en extorsiones o para construir una infraestructura para inmunizarse pueden sobrevivir y crecer en este contexto. Vista de esta manera, la extorsión se convierte en un obstáculo, una barrera de entrada que limita la competencia de los otros y que es, por lo tanto, redituable erigirla. La tesis central es que el sistema político-electoral, la pobre administración de justicia y la concepción negativa que se tiene de los derechos de propiedad son los pilares sobre los que reposa la economía de la extorsión y representan el obstáculo más grande para la modernización, el crecimiento y establecimiento de una sociedad basada en la igualdad de respeto a los demás en México. En este sentido, la extorsión es el principal lastre para el progreso del país.


      La extorsión es una compañera de viaje de la sociedad mexicana, tan familiar que muchas veces no se ve como tal. Pero su impacto es pernicioso y causante de una profunda desigualdad no sólo de resultados y de oportunidades, sino sobre todo de respeto a los derechos de los demás.


      Tras la apertura comercial en los años noventa y la adopción de una serie de medidas de política económica que enfatizaban la estabilidad y la competitividad, México se volvió un referente regional en América Latina. Tres décadas más tarde la pregunta importante es: ¿por qué, entonces, el país no ha alcanzado el potencial que algún día se pensó posible? ¿Qué se hizo mal o insuficientemente? ¿Por qué la economía no crece como se esperaba y en proporción a su potencial, a su necesidad y a lo que merecen los mexicanos?


      Las respuestas a estas preguntas son muy importantes. De hecho, se puede decir sin vacilación que los procesos electorales de 2000 —en que ganó Vicente Fox la presidencia e inauguró la alternancia— y de 2018 —en que finalmente Andrés Manuel López Obrador consigue volverse presidente de México— reflejan a la sociedad mexicana en busca de una respuesta satisfactoria. La manera en que se contesten estas preguntas resultará determinante para la dirección que tome la economía mexicana. Se ha propuesto un amplio conjunto de ellas, pero casi siempre insatisfactorias.


      Economía de la extorsión es un intento adicional para tratar de explicar por qué el crecimiento es insuficiente, pero lo hace con un enfoque novedoso que enfatiza las dificultades que tienen las empresas y las familias mexicanas para invertir, innovar y crecer en términos del ambiente extorsionador que enfrentan. Más aún, esta práctica perversa y frecuente de extorsión no es accidental, sino que responde al sistema político-electoral, a la concepción que se ha elaborado sobre los derechos de propiedad por razones políticas y al sistema de administración de justicia al tiempo que discrimina contra las pequeñas y medianas empresas y a favor de las grandes, lo que la convierte en un factor fundamental contrario a la inclusión y la igualdad.


      Tanto Fox como López Obrador fueron electos para abandonar el régimen concesionario desarrollado durante los largos años de predominancia del Partido Revolucionario Institucional (PRI). El primero no quiso o no pudo profundizar y llevar a buen puerto las reformas políticas y económicas iniciadas a finales de los años ochenta para deshacerse del andamiaje de intercambio de favores que sustentaron a un régimen que, por naturaleza, funciona con base en privilegios y no derechos de aplicación general. El segundo tiene una arraigada querencia priísta que puede llevarlo no sólo a no progresar sino a reinstaurar el régimen concesionario que es el cimiento de la economía de la extorsión.


      Sin embargo, AMLO tiene también las cualidades necesarias para finalmente lograr el tránsito completo de una economía basada en privilegios a una basada en derechos ciudadanos y en la igualdad del respeto a los demás. Una de sus principales herencias podría ser lograr una sana distancia entre el quehacer político y los intereses económicos. El problema es que este tránsito implicará más competencia, reglas uniformes no discriminatorias para la participación económica, el imperio de la ley, el respeto de contratos, estabilidad macroeconómica y la erradicación de poderes monopólicos privados y públicos; a contrario sensu de lo que él entiende, más neoliberalismo. De igual forma es menester contar con una sólida democracia ya que, sin ella, la corrupción y su acompañante extorsión regresarán con fuerza y no se logrará la inclusión a la que él correctamente aspira. Un régimen sin apertura a la competencia y sin democracia termina siempre favoreciendo sólo a algunos y no a todos.


      El tránsito revolucionario de privilegios a derechos debe hacerse en términos de justicia, pero también por interés nacional propio: cuando se logre abandonar una economía extorsionada se habrá franqueado el principal obstáculo que detiene el crecimiento sostenido y el desarrollo anhelado.


      En los años ochenta, una nueva fuerza económica, política y social tomó su lugar en el mundo. Las transformaciones que se empezaron a llevar a cabo alrededor del planeta permitieron el comienzo de un nuevo sistema globalizado cuya culminación en el ámbito geopolítico, al final de la década, consistió en la caída del Muro de Berlín en Europa y la decisión de Deng Xiao Ping de abrir la economía china a las posibilidades del mercado. México inició un tímido proceso de apertura de su economía en 1986, cuando se incorporó al entonces Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio; la timidez residió en el abuso de su condición de país en desarrollo y se vio reflejada en el pobre compromiso de no tener aranceles de importación superiores a 50%. No se embarcó en la ambiciosa ruta de globalización sino hasta posteriormente por medio de negociaciones estratégicas de corte bilateral. Esta apertura real, sin embargo, y la asignación resultante de recursos y de oportunidades, no fueron equitativas ni completas. Se emprendió una ruta de liberalización de la economía, pero no se modernizaron las instituciones para garantizar el Estado de derecho para el resto de las actividades económicas, ni se previó el impacto de estructuras políticas debilitadas que dieron rienda suelta al dominio de la ilegalidad en medio de una transición democrática descentralizada. Por supuesto, esto no quiere decir que deba buscarse regresar a un sistema de corrupción y control centralizados, sino que debe invertirse en instituciones robustas que aseguren el acceso universal al ejercicio de derechos.


      La transición hacia una economía más abierta ha sido indudablemente benéfica para México; un hito crucial para el país fue la firma de Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) en 1994 tras una exitosa negociación que se había pensado imposible entre países con tales diferencias en niveles de desarrollo y competitividad. El valor y la importancia de este tratado comercial incidieron no sólo en materia económica y comercial, sino también en el camino hacia el establecimiento del Estado de derecho en México para los sectores que se insertarían en la globalización. Obligó al Estado mexicano a reflexionar sobre su papel, pero también al sector privado a llevar a cabo una introspección para detectar sus debilidades y, sobre todo, empezar a descubrir, casi por primera vez, sus ventajas comparativas que permitieran competir en un mercado abierto.


      Este compromiso internacional otorgó derechos, pero también exigió obligaciones. Estados Unidos, Canadá y luego la entonces Comunidad Europea demandaron, a través de los tratados de libre comercio negociados, un marco legal que sobrepusiera la política económica sobre los intereses de líderes empresariales, que generara un ambiente de certeza legal, transparencia y protección; por primera vez se transitaba a una política económica en el ámbito del comercio exterior que descansara en principios de aplicación general y con certeza y ya no en intereses. Estas demandas incluyeron nuevas reglas y leyes que protegieran la propiedad intelectual y el medio ambiente, que promovieran una reforma reglamentaria y que lucharan contra monopolios en el mercado. Uno de los logros fue conseguir que se dotara de autonomía al Banco de México; otro el establecimiento de la Comisión Federal de la Competencia Económica. Estos cambios estructurales iniciaron el largo proceso de establecer una relación entre el sector privado y el gobierno federal en el ámbito económico basada en principios de aplicación general y ya no exclusivamente intereses.


      A medida que se acercaba el nuevo milenio y de la mano con la implementación del TLCAN, México sufrió importantes cambios que marcaron el camino hacia un verdadero Estado de derecho,1 pero solamente para ciertos segmentos, algunos crecientes, de la economía. Algunos de ellos incluyeron la autonomía a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) en 1999, la democratización de la Ciudad de México y el fin del monopolio del PRI en la Cámara de Diputados en 1997, la transición hacia una verdadera democracia que se solidificó en 2000 con la victoria del panista Vicente Fox, cuya entrada al poder cedió el paso a la alternancia.


      Sin embargo, a pesar de los esfuerzos conjuntos hechos en el país, tanto políticos como económicos y sociales, no se ha logrado una verdadera transformación y parece avanzarse sólo inercialmente en materia de crecimiento económico, pobreza, desigualdad, violencia y corrupción. Esta percepción de falta de avance, o de avance insuficiente, explica en mucho el triunfo de Andrés Manuel López Obrador en la elección presidencial de 2018. A pesar de ser ya una de las economías más grandes del mundo, México parece estar plagado de obstáculos internos y fenómenos socioeconómicos que merman su potencial. Con frecuencia se dice que México ha hecho todo lo que se le ha recomendado en materia de reformas, pero, a pesar de ello, la economía crece por debajo de lo deseado, y, sobre todo, de lo posible y lo deseable.2


      México ha sido etiquetado y reconocido como uno de los países que “se ha portado bien” en el sentido de que ha llevado a cabo muchas reformas, varias profundas y transformadoras, pero que no ha logrado traducir este esfuerzo en tasas de crecimiento más aceleradas. No obstante, en algunas ocasiones, en el fondo se han impulsado reformas sólo graduales o no se ha tocado a los grupos de interés opuestos al cambio, algunos de ellos cercanos al hoy partido en el gobierno Morena. Para poder crecer de manera sostenida y aspirar al desarrollo pleno es claro que el gran pendiente es establecer un verdadero Estado de derecho basado en el respeto a la propiedad y los derechos de los demás. No sólo, ni, sobre todo, en términos de los derechos de propiedad privada, sino de la propiedad del fruto del trabajo, la creación intelectual y la propiedad pública y comunal. Es ilustrativo que en el programa de democratización de la productividad propuesto por el presidente Enrique Peña Nieto en 2013 no se haya incluido como uno de los ejes de acción el establecimiento del imperio de la ley cuando a todas luces debiera haber sido el primero. Al excluirlo, el gobierno anterior selló la posibilidad de representar a un nuevo PRI.


      La principal fuente de violación de estos derechos proviene de la expandida economía de la extorsión que se ha convertido en una suerte de impuesto prohibitivo, en especial para micro y pequeñas empresas. A pesar de ser pan de todos los días —sería difícil encontrar a alguien que no haya sido víctima directa o indirecta de la extorsión en cualquiera de sus formas— la extorsión es un factor a menudo olvidado para explicar el relativo estancamiento económico, tanto en las discusiones académicas como en la formulación de políticas públicas. Con frecuencia se culpa a la falta de Estado de derecho, pero en forma abstracta sin especificar qué violaciones y qué prácticas y cómo impactan los incentivos para invertir y crecer. Economía de la extorsión pretende, pues, empezar a llenar este hueco al transparentar el nocivo papel que juega la extorsión en la formación de capital y en la inversión para el crecimiento y la productividad, en particular para las micro y pequeñas empresas, que son la mayoría.


      Economía de la extorsión tiene como aspiración despertar un nuevo ángulo de análisis de la realidad económica que no es exclusivo del país pero que se da con especial virulencia en México. La esperanza es que invite a investigadores de muy diversas ramas a no sólo diagnosticar y analizar el tema sino a proponer ideas de cómo superarlo.


      Este libro está estructurado de la siguiente manera. En el primer capítulo, “Extorsión y crecimiento”, se discuten tres puntos fundamentales para la tesis del libro: la correlación entre extorsión y crecimiento; cómo influye la extendida extorsión los diferentes pilares esenciales para el desarrollo de una economía —la infraestructura, las instituciones, el Estado de derecho, la innovación, el intercambio tecnológico, el tamaño del mercado, entre otros—. Posteriormente se ahonda en la definición de la extorsión, las raíces de la palabra, los significados e interpretaciones de este delito y la interpretación que aquí se le da. Y por último, se analiza la extorsión como transacción de mercado, en donde, como en cualquier otra, hay costos de oportunidad. Se argumenta que el impacto directo de la extorsión se refleja en la falta de crecimiento de las micro, pequeñas y medianas empresas, de intercambio tecnológico y de conocimiento y de innovación.


      En el segundo capítulo, “Costo de la extorsión”, se debate el costo que la extorsión tiene para la economía. ¿Por qué México no crece? ¿Cuál es el impacto de la extorsión? Se argumenta que el impacto de la extorsión es complicado de medir y traducir en números exactos. Sin embargo, existen múltiples indicadores que permiten entender las estructuras y redes que dañan sistemáticamente el desarrollo de la economía. Se discute también la relevancia económica de la extorsión, especialmente por el impacto que tiene en la estabilidad política y el Estado de derecho. La extorsión daña la confianza que alimenta el desarrollo, limita las posibilidades de intercambio de toda una sociedad, frena el desarrollo de capital humano y la entrada de capitales, detiene la participación política, frena el ahorro, entorpece el crecimiento de empresas y la innovación, reduce el tamaño del mercado, crea incertidumbre sobre las condiciones de operación y aumenta su costo, limita las posibilidades de especialización y de generación de alto valor agregado indispensables para el incremento de la productividad promedio.


      En el tercer capítulo, “Extorsión y desigualdad”, se hace un análisis de la desigualdad en México y la correlación de ésta con la globalización y la apertura comercial desde la firma del TLCAN. Se argumenta que la falta de inversión y bajos niveles de educación, a pesar de ser fundamentales, no son suficientes para explicar la desigualdad. En cambio, los altos costos de la extorsión los absorbe particularmente el sector más pobre debido a que se genera un incentivo para que las micro, pequeñas y medianas empresas no puedan crecer o elijan no hacerlo y se mantengan en la informalidad. Se propone que la extorsión, como ausencia absoluta de respeto a los derechos de los demás, genera un ambiente de poca movilidad y, en consecuencia, de desigualdad debido a que este delito impacta negativamente a las empresas que deberían crecer para que la economía progrese. Este capítulo ahonda en la importancia de la movilidad como antídoto para la extorsión y se enfoca en la necesidad de generar un mercado dinámico de vivienda como una condición imprescindible para permitir la movilidad para los sectores más desfavorecidos.


      En el cuarto capítulo, “Ecosistema jurídico-político-electoral propicio a la proliferación de la extorsión”, se profundiza en las causalidades de la extorsión: la corrupción y la impunidad como abono fértil, así como las causas históricas y culturales de la debilidad institucional, ausencia de confianza en las autoridades y el régimen concesionario que se desarrolló en México.


      El quinto capítulo, “La organización de la extorsión”, presenta un catálogo con diferentes tipos y ejemplos de extorsión, clasificados también por quien lo perpetúa. Se detallan las actividades extractivas que llevan a cabo gobiernos y funcionarios a ciudadanos o a empresas, grupos del crimen organizado a ciudadanos o a gobierno, y se ejemplifican múltiples actividades en donde una parte extrae concesiones a las cuales de otra forma no tiene derecho, así como el impacto que éstas tienen; algunos ejemplos son las costosas campañas electorales, el secuestro, los numerosos inspectores de gobierno, las marchas o actividades tan cotidianas como la propina.


      En el sexto capítulo, titulado “La revolución digital”, se profundiza en el impacto de la revolución y la economía digitales. Se presenta un diagnóstico del desarrollo de México en esta cuarta revolución industrial, los impactos de la globalización y cuáles son los principales retos para México en materia de desplazamiento laboral y desigualdad. Se presenta también una serie de recomendaciones sobre cómo aprovechar esta misma herramienta para generar mayor certeza y construir una plataforma para que los emprendedores, incluidos los más modestos, puedan tener acceso a un sistema de transacciones con gobiernos y de mercado que permitan eliminar la extendida práctica de extorsión.


      En el capítulo “Extorsión y el mercado laboral en México” se presenta un extenso análisis del gran número de empresas en México y se busca analizar la causa de su numerosidad y los obstáculos para su crecimiento. Se apela al trabajo de Santiago Levy para explicar la baja productividad y mala asignación de recursos para micro, pequeñas y medianas empresas. Pero se analiza también el papel del fenómeno demográfico mexicano: el tamaño de las cohortes que ingresaron a la fuerza laboral en las últimas décadas, el ingreso de mujeres al mercado laboral y la tasa de participación laboral, la reversión de flujos migratorios y el impacto de estos fenómenos en el exceso en la oferta laboral y en el incentivo para establecer más unidades económicas. Se argumenta que la extorsión impacta directamente el número y bajo desarrollo de las micro, pequeñas y medianas empresas y cómo las condiciones del mercado laboral explican la elevada informalidad. Se analiza también el aparente elevado uso de efectivo como facilitador de actividades de extorsión.


      Por último, se concluye con una breve lista de recomendaciones y soluciones concretas para disminuir la extorsión, el factor olvidado en la fórmula para explicar por qué México no ha alcanzado su verdadero potencial. Para ello se ejemplifica la importancia de la inversión en vivienda y las dificultades que enfrentan las familias mexicanas para hacerlo como ejemplos de cómo la falta de Estado de derecho y de bienes públicos afecta las inversiones más importantes para el ciudadano, así como la difícil relación que se tiene en el país con respecto a la legitimidad de los derechos de propiedad y que sirve como basamento de la cultura de la extorsión que frena el desarrollo.


      Andrés Manuel López Obrador es probablemente el presidente de México mejor equipado y con mayor legitimidad para que se avance en la erradicación de la economía de la extorsión, ya que cuenta con el suficiente capital político para distanciar el quehacer político de los intereses económicos y disminuir sensiblemente la corrupción. El problema consiste en que para tener éxito se requiere, en el fondo, de una mayor liberalización de la economía y un sistema basado en derechos ciudadanos en el que la solidez institucional es fundamental, y en que, por sus propios antecedentes, su inclinación de centralización del poder y renacimiento de una presidencia sin contrapesos terminará, como antes, en un sistema concesionario que dé continuidad a la extorsión que agobia el desarrollo.
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      Extorsión y crecimiento


      Intelectuales y académicos batallan por descifrar qué es la productividad y el crecimiento y cómo alcanzar el desarrollo económico sostenible y no esporádico. Lo primero es reconocer que el desarrollo no es automático, sino un proceso que toma tiempo y que conlleva altos costos de oportunidad. No basta adoptar el modelo correcto para desarrollarse, sino que deben invertirse recursos significativos, lo que implica un importante sacrificio de corto plazo. Esta inversión sólo puede darse con un convencimiento de que el desarrollo es posible y alcanzable. Sin esta convicción no merece la pena posponer el consumo presente para buscar un desarrollo inalcanzable. La inversión necesaria para catapultar el crecimiento puede depender de diversos factores como el ahorro, los niveles de desigualdad, la cantidad y calidad de recursos disponibles, el contexto político y el Estado de derecho, entre muchos otros.


      Es importante acentuar que el crecimiento surge originalmente del intercambio que permite la especialización y aprendizaje y compartimiento de tecnologías. Sin intercambio el crecimiento se vuelve imposible, mientras que, a mayor intercambio, la evidencia empírica es contundente a favor de un mayor crecimiento.1 Sin embargo, en México el crecimiento económico implica desenvolverse en un ecosistema que termina limitándolo y que no cuenta con la infraestructura necesaria para permitir un mayor nivel de intercambio. Éste sólo puede darse en un ambiente de confianza, cimentado en un Estado de derecho que aumente la posibilidad de intercambio sin intermediarios innecesarios y que redunde en especialización, transferencia de tecnología, incrementos cualitativos en la productividad y, por lo tanto, que permita un mayor crecimiento.


      Al revés de lo que muchas veces se piensa, el éxito del comercio no está basado en la ley del más fuerte, ni en el abuso egoísta del otro para el beneficio propio, sino en la confianza que da lugar al intercambio en primer lugar. En otras palabras, las economías exitosas siempre han descansado en un conjunto de reglas comúnmente aceptadas que sean catalizadoras de la confianza mutua y del intercambio. No hay nada más alejado del éxito económico y de sus motores dinámicos que la supuesta ley de la selva en la que siempre gana el más fuerte y donde se inhibe el intercambio voluntario que es el combustible del desarrollo.


      Para crecer no existe ningún programa público, ninguna estrategia que busque atraer o impulsar la inversión o ventaja de costos que pueda igualar o sustituir al Estado de derecho en cuanto a la importancia de su impacto sobre el crecimiento económico, el emprendurismo industrial y el desarrollo humano.


      Desgraciadamente, México ocupa el lugar 99 de 126 a nivel mundial en materia de Estado de derecho, de acuerdo con el World Justice Project 2019,2 que lo califica basado en las experiencias y percepciones del público en general y de expertos en el tema de cada país en todo el mundo. Este estudio publicado anualmente parte de la importancia del Estado de derecho y su impacto en la sociedad, definiéndolo como el fundamento de una serie de reglas que permiten la prosperidad de una sociedad. “Cuando el Estado de derecho es débil, no hay suficientes medicinas en las clínicas, la violencia y la delincuencia no se pueden controlar, la ley se aplica de forma injusta, y no hay inversiones extranjeras. Un Estado de derecho efectivo reduce la corrupción, protege a las personas de injusticias, y combate la pobreza.”3


      Este estudio anual está basado en el análisis de ocho factores: límites al poder gubernamental, ausencia de corrupción, apertura gubernamental, derechos fundamentales, orden y seguridad, cumplimiento regulatorio, justicia civil y justicia penal.


      CUADRO I.1. Comparativo de las evaluaciones de México

      en el World Justice Project, 2015-2019
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      En comparación con el estudio correspondiente a 2016, donde México ocupó el lugar 88, el país actualmente se encuentra posicionado en el lugar 99 de 126 países evaluados en materia de Estado de derecho con una calificación total de 0.45. En este método cualitativo se califica del 0 al 1, donde entre más cerca del 1, mejor. La calificación más baja es debajo de 0.40; México se quedó a 0.05 puntos de quedar calificado con un grado reprobatorio. Como lo muestra el cuadro I.1, cinco de los ocho factores se encuentran por debajo de 0.50.


      Para crecer, “la clave reside en mejorar radicalmente el perfil de riesgos sistémicos que enfrentan los inversionistas para que se pueda tener un menor retorno esperado que permita la realización de muchos más proyectos. Entre los riesgos sistémicos están la ausencia de protección de derechos de propiedad, la inseguridad pública, la corrupción y la extendida extorsión que impera y que perjudica sobre todo a las micro, pequeñas y medianas empresas”.4 La prevalencia de la extorsión a lo largo de todo el país, en todos los niveles, hace imposible el desarrollo. La extorsión reduce el tamaño del mercado y limita la competitividad de la economía, lo que, a su vez, daña la capacidad que tiene el país para intercambiar, atraer inversión e innovar. Esta práctica nociva daña la competitividad de las unidades económicas y del mercado mexicano.


      La competitividad relevante para una economía se caracteriza por tres elementos: en primer lugar, es siempre prospectiva; no tiene sentido apelar a la competitividad de ayer. En segundo, refleja la capacidad que tiene una nación para atraer inversión; así, la clave es cómo volverse más atractivo y de forma dinámica. Y en tercer lugar, una economía o un proyecto competitivo ofrece una combinación atractiva de retorno esperado y riesgo. A mayor riesgo sistémico para la inversión, mayor el retorno esperado exigido (los riesgos de tipo idiosincrático no reciben un premio ya que son diversificables, si no lo fueren serían sistémicos), lo que hace inviables a muchas inversiones en un ambiente de extendida y sistémica extorsión, ya que implican un retorno esperado mayor que pocas inversiones pueden ofrecer.


      Para el Instituto Mexicano para la Competitividad (Imco), la competitividad es la capacidad para atraer y retener talento e inversión. El Imco propone diez parámetros para medirla: el respeto a los derechos individuales, el acceso a recursos naturales y el cuidado del medio ambiente, la calidad del capital humano, la salud y el crecimiento de la economía, el alcance de la infraestructura, la capacidad de producción, la eficacia de los gobiernos, las relaciones internacionales y política exterior y el desarrollo de distintos sectores económicos. Como puede verse, la definición del Imco es prospectiva y se refiere a inversiones futuras.


      La competitividad, bajo la definición del Foro Económico Mundial (WEF, por sus siglas en inglés), es el conjunto de instituciones, políticas y factores que determinan el nivel de productividad de un país. El WEF analiza las demandas para poder ser un país competitivo: los requerimientos básicos, los potenciadores de eficiencia y la innovación y sofisticación.


      FIGURA I.1. Pilares para la competitividad
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      FUENTE: World Economic Forum.


      En la figura I.1 se muestran las características que el WEF establece como necesarias para una economía competitiva. Con base en estos diez pilares, el WEF realiza un estudio anual de competitividad, “The Global Competitiveness Report”, en el que México ocupó el lugar 51 (de 127 países evaluados)5 dos años consecutivos, 2016 y 2017, y el 46 en 2018, sin embargo, en el último reporte publicado en agosto de 2019, México ocupa el lugar 48 de 141 países,6 con un puntaje total de 64.9, y se posiciona como la segunda economía latinoamericana más competitiva, superada únicamente por la chilena. En este reporte, los pilares mejor calificados son un entorno macroeconómico estable con un 97.8 y tamaño de mercado con 80.8. Sin embargo, este reporte resalta numerosas debilidades, por ejemplo, el entorno de seguridad, el cual califica como violento y con índices bajos de confianza en los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, el costo de abrir un negocio donde México ocupa el lugar 102, y en materia del mercado laboral, donde México se posiciona en el lugar 96, especialmente en materia de rigidez y dificultad para retener una fuerza laboral talentosa.


      Con la aprobación de las reformas a la Ley Federal de Trabajo en mayo de 2019, aunque los cambios resulten positivos, no queda claro si esta reforma mejorará esta evaluación o cuánto tiempo tardará en hacerlo. Dicha reforma laboral cambiará significativamente el sistema de justicia laboral individual y colectiva, pues las Juntas de Conciliación y Arbitraje desaparecerán para que sean los juzgados laborales y tribunales de justicia laboral correspondientes federales y estatales los que impartan justicia en la materia. Además, por medio de la democracia sindical y la libertad de asociación plenas se espera que desparezcan los sindicatos blancos para instaurar un sistema de contratos colectivos registrados y aprobados por las mayorías.


      Por desgracia las reformas no fueron suficientemente lejos en el sentido de asegurar que, para las empresas pequeñas y medianas, existiera una opción real de que sus colaboradores pudieren optar, al presentarse la posibilidad en la boleta, por preferir un ambiente sin sindicato y sin contrato colectivo. Asimismo, no se logró tampoco que como requisito para inicio de una huelga se demuestre que la mayoría de los trabajadores está de acuerdo con ello. Con el tiempo se verá si los resultados mejoran el ámbito laboral y tienen un efecto positivo en reducir la extorsión laboral de la que son objeto tantas empresas, sobre todo pequeñas y medianas.


      Igualmente, el desempeño de instituciones es bajo, con una calificación de 47.7, 20 puntos debajo del promedio de la OCDE, para ubicarse en el grado 105. Dentro de este pilar, el WEF también coloca a México en el lugar 113 en el subpilar de incidencia de corrupción, 85 en cuanto a protección de derechos de propiedad y 65 para protección de propiedad intelectual. Esto se traduce en un entorno no sólo poco competitivo, sino uno que no protege al emprendedor y al pequeño y mediano empresario.


      El WEF establece la corrupción, el crimen y la ineficiencia burocrática como las tres primeras limitantes para una economía competitiva. La extorsión tiene un impacto nocivo en los tres pilares: limita y perjudica las instituciones, el tamaño del mercado y los demás factores que impulsan la productividad.


      En este estudio publicado anualmente por el WEF se analizan, por país, los 16 distintos factores que afectan la competitividad. En el caso de México (gráfica I.1), la corrupción es, sin duda, el principal factor seguido de la tasa de criminalidad y una burocracia gubernamental ineficiente.


      GRÁFICA I.1. Los factores más problemáticos para hacer negocios en México
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      FUENTE: World Economic Forum, Executive Opinion Survey, 2017.


      De acuerdo con el estudio, México no avanza a la velocidad que debería en comparación con otros países de América Latina y está estancado por el rápido avance de otros países. En el estudio de 2019, mejoró en los cuatro pilares peor jerarquizados (instituciones, mercado laboral, habilidades y adopción de las TIC); “estas mejoras han sido, hasta cierto punto, insuficientes para llenar el vacío con otras economías más competitivas”,7 mientras que la inseguridad y la falta de transparencia siguen siendo altamente preocupantes. Sin este tipo de fortalezas es difícil que México tenga el nivel de competitividad necesario para atraer capital e inversión, haciendo que las posibilidades de crecimiento del intercambio y de la economía se vean limitadas.


      Las debilidades en estos cuatro elementos retrasan a México en sus niveles competitivos —tasa de impuestos, burocracia gubernamental, crimen y robo y corrupción— y también actúan como una forma de impuesto añadido sobre la inversión original. Los costos de la corrupción, de la inseguridad o de los “moches” empresariales hacen menos eficiente y desincentivan la atracción de capital. Su presencia implica un mayor costo que disminuye el retorno esperado, así como una mayor exposición al riesgo que se traduce en un premio al riesgo que deben sufragar los rendimientos a la inversión para que ésta se lleve a cabo.


      En la economía mexicana la insuficiente competencia ha deteriorado la cantidad y la calidad de la inversión. La Comisión Federal de Competencia Económica (Cofece) define la competencia como “el conjunto de acciones que toman las empresas para ganar la preferencia de los consumidores; acciones que implican rivalidad entre ellas y que sólo son posibles por la existencia de condiciones que facilitan la libre entrada, participación e intercambio en los mercados”.8


      La importancia de la competencia económica en los mercados radica en que “dota de condiciones para democratizar la productividad y ensanchar el tamaño del mercado, y lo hace al proteger que los agentes económicos se enfrenten sin subterfugios a la preferencia de los consumidores, para lo cual deben competir entre ellos con base en la calidad, la innovación, los precios bajos, la eficiencia logística, las alternativas de financiamiento y otros factores diversos que implican una inversión sustantiva en el mercado doméstico, la creación de empleos y la generación de sinergias que fomentan la producción con altos niveles de excelencia”.9 La Cofece enlista como beneficios de la competencia económica los precios bajos, mejores y mayor cantidad de bienes y servicios para el consumidor y, en términos generales, el bienestar social. Por otro lado, los costos de mercados ineficientes son la falta de variedad, innovación y calidad.


      La competencia económica únicamente se da en un ambiente que favorezca el desarrollo de empresas en donde puedan competir entre sí, generando empleos e incentivos para innovar. La extorsión daña este ambiente, generando uno que limita la capacidad de innovar, daña la inversión y la productividad. Uno de los impactos inesperados de la extendida extorsión es que funciona como una barrera que dificulta la competencia en el mercado, lo que daña severamente las posibilidades de crecimiento y bienestar. Este fenómeno se ve agravado por el hecho de que las micro, pequeñas y medianas empresas no cuentan con las herramientas para enfrentar la extorsión mientras que las grandes están menos expuestas a ella —o son más capaces de sobrellevarla—. Así, la extorsión pudiera favorecerlas en el sentido de disminuir el número de posibles competidores futuros ya que, a las micro, pequeñas y medianas empresas, en un ambiente extorsionado, les cuesta trabajo dejar de serlo.


      El argumento principal de Deirdre McCloskey10 —que delinea a detalle en su libro Bourgeois Equality: How Ideas, Not Capital Or Institutions, Enriched the World— es que las ideas importan y son éstas, y no el capital o su acumulación, las instituciones o el esfuerzo sin innovación, las que abren el camino hacia el crecimiento. A mayor intercambio de ideas, mayor capacidad de comercio y mayor intercambio de tecnología, esta última siendo vital para el crecimiento. Quien adquiere tecnología en virtud del comercio, crece.


      El intercambio es el único camino hacia el aumento de productividad e innovación. Si se aumenta la productividad y se permite el intercambio de ideas, estará al alcance de cualquiera dentro de una sociedad la posibilidad de generar riqueza. La competencia económica en un marco de libre intercambio, vista de esta manera, se convierte en un bien público,11 es decir, al alcance de todos, sin exclusión y en el que todos pueden ser ganadores al especializarse, cada uno, en su ventaja comparativa.


      La competencia económica incentiva la innovación y el avance tecnológico, la creación de empleos y la capacidad de producir con valor agregado. Asimismo, promueve una mayor apertura comercial y un mayor dinamismo en los mercados debido al impacto que tiene en la oferta y la demanda de los bienes y servicios, así como en la asignación eficiente de recursos.


      Las ideas también tienen un impacto directo en la economía y en el equilibrio social. Según lo explica la economista McCloskey, el intercambio de ideas es fundamental para el desarrollo económico y éste no se puede dar en un ambiente que no esté estrechamente relacionado con la democracia y la libertad. Las ideas tienen un impacto directo en la economía y en el equilibrio social. Para que florezcan, se requiere su intercambio libre, de ahí la importancia de que impere el respeto a los demás y que la extorsión se convierta en la excepción y no en la regla. En un contexto donde priva la extorsión, los agentes económicos no son realmente libres de intercambiar bienes y servicios ni de aprender del conocimiento de los otros. La extorsión limita su capacidad de interacción y los condena a niveles de productividad, y por tanto de ingresos, bajos. La tesis de McCloskey consiste en señalar que las ideas florecen sólo como consecuencia del respeto que los individuos tienen de los demás. La extorsión es claramente antitética a este respecto y por tanto a la generación e intercambio de ideas transformadoras.


      Santiago Levy, en su reciente libro publicado con el Banco Interamericano de Desarrollo, Esfuerzos mal recompensados, se dedica a analizar el desarrollo de empresas en México de 1998 a 2013, en aras de explicar la falta de crecimiento económico en el país. Su enfoque es analizar el alto número de micro y pequeñas empresas, así como su frecuente rotación durante este periodo para poder explicar por qué la productividad en México es estática a pesar de los enormes esfuerzos reformadores llevados a cabo en las últimas décadas. Estos “esfuerzos” han resultado mal recompensados en el sentido de que, aparentemente, no se han traducido en mayores tasas de crecimiento. Con un análisis detallado del comportamiento del universo de unidades económicas, busca entender por qué en la economía nacional se terminan dedicando demasiados recursos a tantas empresas improductivas.


      Los principales hallazgos de Levy indican que, en México, el factor central para la falta de crecimiento es la mala asignación creciente de recursos económicos —capital y trabajo—,12 en donde 42% del capital se invierte en empresas informales. Debido a esta mala asignación, se genera una selección poco eficiente que limita la entrada de nuevas empresas productivas al mercado en donde el entorno13 “permite que desaparezcan empresas de alta productividad y dificulta el crecimiento de las empresas que sobreviven, limitando así el número de empleos de alta productividad”.14 De esta forma, muchas empresas productivas desaparecen, mientras que otras poco productivas se mantienen, cuando lo óptimo sería que desaparecieran. Esta mala asignación también impacta la ineficiente asignación de personas entre las distintas ocupaciones, puesto que muchos microempresarios de baja productividad se mantienen como tales, a pesar de que lo más eficiente sería que muchos de ellos fueran empleados y tuvieran mejores expectativas profesionales en empresas con futuro.


      En el análisis cuantitativo, Levy encuentra que el número de empresas en el periodo analizado ha aumentado de manera importante, pero que no todas las que han sobrevivido o entrado al mercado son competitivas. El 72.8% de las empresas en México son informales (aunque no todas ilegales) y hay 6.3 millones de empresas con entre uno y cinco empleados, de un total de 6.7 millones de empresas registradas. Levy descubre que mientras el número de empresas va en aumento (50% de las empresas registradas en 2013 son nuevas en comparación con 1998), la productividad no acompaña esta tendencia, ya que se dedican recursos crecientes a microempresas en un estado de informalidad o ilegalidad.


      Levy, no obstante, propone que los factores que deprimen la productividad son derivados de políticas fiscales, de seguridad social y de protección laboral, así como el malfuncionamiento de las instituciones judiciales. Aunque todo lo anterior es cierto y constituye una parte importante de la explicación, no considera de manera explícita a la extendida extorsión como el factor olvidado en el entorno en el que influye poderosamente en la mala asignación de recursos y en la discriminación de empresas que entran al mercado. La tesis de este trabajo es complementaria al análisis de Levy al proponer que la extorsión es la característica sistémica que funciona como un obstáculo para que las micro y pequeñas empresas crezcan y tengan éxito. Es decir, no es sólo el hecho de que hay muchas (las hay y en gran medida como consecuencia del desmesurado aumento de la oferta laboral de los últimos 30 años), sino que las empresas no pueden crecer ni formalizarse en un ambiente en que, cuando tratan de hacerlo, las ocasiones para la extorsión se multiplican.


      Levy enfatiza el papel del exceso de recursos dedicados a las empresas micro y pequeñas en la ausencia de crecimiento, mientras que la hipótesis de la extorsión se inclina por explicar su falta de éxito en la pesada carga que implican las múltiples fuentes de extorsión (no sólo públicas). Más aún, la presencia extendida de extorsión tiende a favorecer el crecimiento de las muy grandes empresas que han logrado invertir y construir una infraestructura legal, de transporte, distribución y reputación que las hace relativamente inmunes a la extorsión. Estas empresas tienden a ser grandes, con muchos más empleos que los 50 que usa Levy (limitado por la estructura del Censo Económico del Inegi) para caracterizar a las empresas “grandes” y que normalmente serían consideradas como medianas.


      El connotado economista basa su tesis alrededor de un entorno general para las empresas que presenta como:


      E = (L, T, M )


      En esta ecuación, el entorno (E ) se explica en términos de L, que representa las políticas de seguridad social para trabajadores asalariados y no asalariados; T, que representa el “mundo” de los impuestos —impuesto sobre la renta, sobre el valor agregado, costos de registro, regímenes tributarios—, y M, que representa las condiciones del mercado. Lo que Levy propone sobre E es que éste “captura las regulaciones sobre el trabajo, el crédito y los mercados de bienes y servicios que son determinantes cruciales con los que estos mercados funcionan”,15 así como también refleja las “reglas del juego” sobre la eficiencia del cumplimiento del contrato y los tribunales que deben vigilarlos.


      Lo que Levy busca hacer al definir el entorno es resumir en E el “contexto social y económico en que se desenvuelven las personas cuando toman decisiones para crear una empresa, producir, invertir, trabajar para sí mismos o para terceros, asumir riesgos, etcétera”.16 La hipótesis de la economía de la extorsión es complementaria a la que propone Levy debido a que la extorsión es quizá el principal factor del conjunto de características del entorno. La extorsión es el ingrediente principal que puede complementar el entorno de Levy para explicar por qué México se encuentra en relativo estancamiento y no alcanza su potencial de crecimiento; la contribución complementaria consiste en señalar que el ambiente jurídico-político-electoral mexicano conspira para que sea racional optar por permanecer pequeño, ya que cuando las micro y pequeñas empresas emprenden proyectos para crecer, para salir de su entorno habitual, se enfrentan a una multiplicación de las ocasiones para la extorsión. Es decir, la pregunta es no sólo por qué hay tantas y se les dedican tantos recursos, sino por qué les cuesta tanto trabajo crecer, expandirse y tener éxito. La respuesta, en parte, consiste en que el éxito y el crecimiento son penalizados con un alto impuesto no público llamado extorsión.


      Para que este crecimiento de la productividad y del intercambio suceda, se necesita generar un ambiente que lo facilite. El Estado es responsable, en buena parte, de establecer las condiciones necesarias, asegurar el imperio de la ley y garantizar la seguridad. La extorsión hace todo lo contrario: daña la capacidad de intercambiar ideas porque éstas carecen de protección, limita la productividad y obstaculiza la diversificación y expansión económicas.


      EXTORSIÓN


      La naturaleza criminal de la extorsión es compleja y, por ende, su definición también lo es. Aunque sus presentaciones varíen, todas ellas comparten un factor central: la amenaza. “Si no haces X, haré Y.” De manera sencilla, la extorsión se refiere a la acción de obligar a la víctima a realizar u omitir un acto a través de la amenaza o intimidación. Definida por la Real Academia Española, la extorsión es la presión que se ejerce sobre alguien mediante amenazas para obligarlo a actuar de determinada manera y obtener así dinero u otro beneficio.


      Etimológicamente, extorsión viene del latín extorsio o extorsionis, que significa separar o expulsar por la fuerza. La raíz del verbo torquere, torcer, implica hacerlo a un segundo para beneficio propio. De manera similar, la palabra chantaje viene del francés chanter, que significa cantar, y se utiliza en español para hacer referencia a la presión que, mediante amenazas, se ejerce sobre alguien para obligarlo a actuar de cierta forma. Significa entonces hacer u obligar a cantar, para extraer información, a través de amenazas y conseguir un beneficio la mayoría de las veces indebido.


      Mientras que para la Real Academia Española extorsión y chantaje comparten significado, para el Oxford Dictionary la extorsión es la práctica de obtener algo a través de amenazas o sobornos, mientras que el chantaje es la acción criminal de exigir dinero a alguien a cambio de no revelar información comprometedora que uno tiene sobre ellos o el uso de amenazas o la manipulación de los sentimientos de alguien para obligarlo a hacer algo.


      En este caso, el chantaje utiliza como amenaza el no dar a conocer cierta información reveladora para evitar algún daño, no necesariamente patrimonial. Con frecuencia, el chantajista tiene derecho legal de llevar a cabo la amenaza. Por ejemplo, b captura una imagen de a con una mujer que no es su esposa. B se acerca con a y promete guardar silencio si, a cambio, le da cierta cantidad de dinero. B tiene el derecho legítimo y legal de mostrar la imagen a la esposa de a pero, para beneficio mutuo, elige no hacerlo.


      La diferencia entre ambos conceptos es mínima y por lo mismo ambos serán abordados, para efectos de este libro, como extorsión. Esto debido a que los dos suceden cuando alguien está en una situación que lo privilegia por encima de alguien más y en donde se busca el beneficio propio a través de la amenaza.


      En el Código Penal Federal, Capítulo III Bis, se define el delito de extorsión estableciendo lo siguiente: “Al que sin derecho obligue a otro a dar, hacer, dejar de hacer o tolerar algo, obteniendo un lucro para sí o para otro o causando a alguien un perjuicio patrimonial”. Por su parte, en el Capítulo I, Artículo 282, se penalizan las amenazas. Este capítulo sanciona “al que de cualquier modo amenace a otro con causarle un mal en su persona, en sus bienes, en su honor o en sus derechos, o en la persona, honor, bienes o derechos de alguien con quien esté ligado con algún vínculo, y al que por medio de amenazas de cualquier género trate de impedir que otro ejecute lo que tiene derecho a hacer”. La clave reside en el hecho de la ausencia de derecho de ejercer tal amenaza. Si fuera una transacción voluntaria entre las partes, la extorsión o chantaje no es necesariamente perniciosa.


      Lo nocivo de la extorsión, tal como se estudia en este trabajo, es que elimina directamente la voluntad de la persona afectada privando a la víctima de su libertad. “A diferencia de cualquier forma de robo o estafa, en la extorsión la victimización se consuma por acción propia de la víctima, ya que ésta entrega sus bienes patrimoniales”17 para evitar ser perjudicada en mayor escala.


      Esto sucede específicamente en México debido a que el costo de no responder a las amenazas es mayor. El mexicano vive dando concesiones al prepotente, al corrupto y al criminal porque, de no contar con recursos suficientes para el proceso que implica levantar una denuncia, el costo puede ser mucho mayor que aquel que implica la amenaza inicial: abogados, trámites, riesgos y tiempo perdido.


      La extorsión es una forma de robo en donde el extorsionador obtiene una renta, dinero, propiedad o servicios a través de la coerción o de la amenaza ya sea de violencia física, destrucción de propiedad privada o daño personal. Las amenazas y las prácticas extractivas son, en ocasiones, el sostén de estructuras del crimen organizado, de gobiernos y de organizaciones políticas, incluidos partidos. Aunque se llevan a cabo con naturalidad en ciertas negociaciones, es más común encontrar que la víctima está atrapada y amenazada por el agresor; éste siendo parte de una estructura que, en muchas ocasiones, pertenece al gobierno. La capacidad de extorsionar siempre implica, desde el punto de vista económico, cierto poder monopólico por parte de quien ejerce una amenaza. La clave para erradicarla consiste, entonces, en disminuir el poder monopólico del extorsionador. El ciudadano, o el trabajador, o la empresa con opciones difícilmente aceptará una extorsión indebida.


      En un intento por entender la extorsión de una manera más profunda, la Comisión Europea divide, a grandes rasgos, este delito en dos: extorsión sistémica o casual, ambos tipos relacionados directamente con tres componentes: la estructura organizacional (los perpetradores), la relación agresor-víctima y el contexto en el que se ejecuta el crimen (geopolítico-económico).18


      El tipo de extorsión casual, por su parte, se refiere a la extorsión episódica y ocasional. Ésta no se encuentra extendida en un territorio específico y no es necesariamente llevada a cabo sólo por organizaciones criminales. La diferencia estriba en que la extorsión sistemática es un negocio en donde existen redes de grupos u organizaciones criminales que practican este delito cotidianamente y en un territorio especifico. Estas estructuras están entrelazadas en las comunidades y municipios a lo largo del país y es ésta la que afecta el dinamismo de la economía.


      La extorsión es parte de la institucionalización del crimen público y privado en México. Es el instrumento mediante el cual los grupos delincuenciales ganan control sobre mercados específicos y extraen rentas cotidianas. Los perpetradores pueden ser individuos criminales, sin embargo, es más común que este delito se lleve a cabo por estructuras criminales o mafias. En muchas ocasiones estas estructuras involucran a agentes o instituciones gubernamentales, donde servidores públicos llevan a cabo prácticas extractivas; no obstante, el fenómeno también se da en el ámbito privado empresarial.


      Por otro lado, hay quienes son más vulnerables a ser víctimas de extorsión. De acuerdo con Schelling,19 la principal víctima del crimen organizado es el mismo criminal, aquel que vende servicios ilícitos al público. “La extorsión es el negocio del crimen organizado, y los criminales son vistos como blancos fáciles.”20 Pero adicionalmente este autor describe otras características para identificar a posibles víctimas de la extorsión. En primera instancia, cuando el individuo tiene poca protección personal, es decir, cuando la persona tiene pocas probabilidades de recurrir a la ley. Esto aplica a los criminales en primer plano, pero también a quien no tiene conocimiento sobre la ley o es parte de un grupo marginado.


      En segundo lugar, cuando las ganancias y las actividades del individuo son fáciles de medir y dar seguimiento. Si éste es el caso, es probable que un grupo delictivo lo tenga bajo acecho y que, con facilidad, pueda generar ganancias. En tercer lugar, la víctima puede ser más vulnerable si no puede esconderse del extorsionista. La movilidad no es un privilegio de todos y el gasto de huir puede ser mayor no sólo en cantidad económica sino en costo social. Con frecuencia, los individuos no están dispuestos a dejar atrás su lugar de nacimiento o su familia por el costo que implica hacerlo. Sin embargo, a mayor movilidad, menor la capacidad de ejercer extorsión a una empresa o persona. Es por esto que la promoción de la movilidad en el mercado es más importante que promover su flexibilidad. La existencia de movilidad implica que el extorsionador no tiene poder monopólico sobre la víctima y, por tanto, que va a tener dificultades en extraer rentas de manera recurrente. Son las opciones las que, a final del día, crean un ambiente con menor extorsión y no sólo la acción persecutoria de gobiernos en contra de la extorsión.


      Un individuo puede ser más propenso a ser extorsionado cuando su negocio no se puede mover de lugar o de actividad. La inamovilidad de un negocio hace más factible que el individuo esté dispuesto a pagar las amenazas antes que perder su fuente de ganancias.


      En el cuadro I.2 se muestran los factores relacionados con el entorno, con el sector económico, con las comunidades migrantes y con las empresas, que pueden facilitar la extorsión.


      CUADRO I.2. Factores relacionados con la extorsión


      
        
          
            	
              Factores relacionados con el entorno

            

            	
              Factores relacionados

              con el sector económico

            
          


          
            	
              • Puntos calientes o hot spots /principales regiones afectadas


              • Medidas de protección adoptadas por el gobierno, o asociaciones de empresas


              • Nivel de economía sumergida


              • Nivel de corrupción


              • Tasas de empleo/desempleo


              • Tamaño de la población


              • Principales sectores económicos de la región


              • Historia y presencia del crimen organizado

            

            	
              • Brechas o limitaciones en la regulación


              • Número de empresas que operan en el sector


              • Características estructurales (por ejemplo, tamaño de las grandes compañías vs. pymes)


              • Asociaciones de empresas activas en el sector

            
          


          
            	
              • Tamaño de la comunidad


              • Número de empresas operando en la comunidad


              • Presencia de asociaciones activas de empresas o de la comunidad


              • Historia y presencia del crimen organizado étnico dentro de la comunidad


              • Nivel de confianza en las fuerzas policiales del lugar


              • Tradiciones culturales que aíslan a la comunidad (o dificultan su integración)


               


               


               


               


               

            

            	
              • Edad de las víctimas


              • Género de las víctimas


              • Nacionalidad de las víctimas


              • Papel en la empresa


              • Localización y tipo de entidad legal


              • Número de empleados


              • Principal actividad de la empresa victimizada


              • Pertenencia a una asociación de empresas


              • Uso de servicios de seguridad privada


              • Duración de la extorsión


              • Denuncia a las fuerzas policiales


              • Reacción ante la extorsión


              • Relación con los extorsionadores


              • Estatus económico de la compañía después de la extorsión

            
          

        
      


      FUENTE: Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI), 2013.


      Todas estas características son potenciadas por el contexto en donde se lleven a cabo las prácticas de extorsión; un ambiente donde rige el principio de la ilegalidad, donde la ley puede fracturarse fácilmente, donde las autoridades no lo son y en donde, aceptándolo como “cultural”, se legitima el crimen.


      La extorsión florece a raíz del abandono de responsabilidades por parte del gobierno federal y de los gobiernos estatales y locales, que abren un espacio que es ocupado por otros grupos que extorsionan con facilidad al ciudadano. Por ejemplo, cuando gobiernos no cumplen con su obligación de asegurar el respeto de los derechos de propiedad, grupos criminales se apropian de estas funciones por medio del cobro de derecho de piso.


      De acuerdo con la autora italiana Paola Monzini,21 la extorsión se presenta en cuatro formas diferentes que se han observado en entornos urbanos:


      1) Extorsión anónima; esencialmente predatoria, en la que las solicitudes exclusivas, anónimas y ocasionales se sostienen exclusivamente por amenazas.


      2) Extorsión-protección; se crea un sistema tributario similar a un mecanismo fiscal. La relación que se entrelaza entre el extorsionador y el extorsionado tiende a prolongarse en el tiempo y da lugar a una “extorsión controlada”, que se afirma a través de monopolios territoriales que se superponen al tejido productivo local. Las víctimas de este delito “compran” la protección de cierto grupo delictivo y, por miedo, optan por aceptar.


      3) Extorsión en el trabajo; una mediación violenta que se ejerce controlando el acceso al empleo y al mercado laboral.


      4) Extorsión monopolística; un método de competencia económica respaldada por la violencia en donde se logra una verdadera estrategia de mercado mediante la eliminación física de la competencia y la formación de coaliciones monopolísticas.


      De acuerdo con Monzini, la expansión de los sistemas extorsivos depende del mecanismo de interdependencia entre la víctima y el agresor, así como de los métodos violentos utilizados para llevar a cabo la extorsión. En cualquier caso, es natural y común que las víctimas establezcan una relación con su perpetrador. Ésta puede ser simbiótica, en donde ambos resultan beneficiados; depredadora, donde se solicita un solo pago, o parasitaria, cuando se solicitan numerosos pagos durante largos periodos de tiempo. Cuando esta última relación comienza, la extorsión se convierte en un verdadero freno para la sociedad y para la economía.


      La extorsión es uno de los crímenes de mayor impacto para México y el que tiene la cifra negra más alta; es el menos denunciado. De acuerdo con la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública (Envipe) 2018, 98.2% de los casos de

      extorsión no se denuncia. La extorsión se encuentra en el corazón de la impunidad y de la falta de desarrollo al impedir el buen funcionamiento de la economía y de la sociedad y por su estrecha relación con la corrupción.


      Es importante que la extorsión, la corrupción y la impunidad se analicen cada una, porque así lo exige su naturaleza, a pesar de su estrecha relación. Las tres son complejas y merecedoras de un profundo estudio como causa y consecuencia de la debilidad institucional que se sufre actualmente en el país. La existencia de la corrupción, impunidad y extorsión es, en parte, consecuencia de su normalización y cotidianidad. La aceptación política y social de estas prácticas debilita, nulifica y hace imposible el Estado de derecho. Es el sentido de su aceptación y cotidianidad los que son “culturales”.


      La impunidad es la inexistencia de la responsabilidad penal por parte de los autores de violaciones penales, civiles o administrativas. Los agresores de dichas violaciones escapan de esta responsabilidad e incluso esquivan las investigaciones en su contra o, en caso de ser reconocidos como culpables, no son sujetos a las penas apropiadas.22 La falta de castigo en México “es un fenómeno multidimensional con efectos que inciden —directa e indirectamente— en fenómenos sociales como la justicia, la corrupción, la seguridad, el respeto a los derechos humanos, la construcción de un Estado de derecho y la normalidad democrática de los países”.23


      La impunidad termina por traducirse en violaciones a los derechos humanos y priva a las víctimas de la justicia. Como ha sucedido en México, la causalidad de la impunidad es corresponsabilidad de todos los poderes y niveles de gobierno que han fallado en responder eficazmente con este problema. Al mismo tiempo, la impunidad está correlacionada con la corrupción; ambas a falta del principio de legalidad. El fenómeno de impunidad es tanto origen como destino de otros problemas enraizados como la violencia, la falta de desarrollo económico y la corrupción. Hasta cierto punto, la impunidad “es generada y amparada por la corrupción de los distintos agentes involucrados en el sistema judicial: policías, ministerios públicos fiscales, jueces y responsables de las cárceles”.24


      La corrupción, llamada por muchos el cáncer de México, está presente en todo tipo de transacciones cotidianas. Todo mexicano es capaz de reconocer un acto de corrupción cuando se enfrenta directamente con uno, pero definir este concepto es más complejo; aceptar que se está incurriendo en uno es todavía más difícil, ya que muchos de ellos se llevan a cabo con naturalidad. Tiene, por supuesto, un muy alto costo social y económico: “Inhibe las inversiones y afecta el desempeño económico. Si no hubiera corrupción, habría más inversiones y más crecimiento. Es como un impuesto”.25


      La definición más simple de corrupción es aquella que adoptó Transparencia Internacional: el abuso del poder para beneficio personal.26 Por lo general, se trata de una relación de poder o de privilegio sobre alguien menos poderoso. Aunque sucede en todos los sectores, la corrupción es tradicionalmente definida por su práctica en relación con funcionarios públicos. La extorsión es una forma de corrupción y la impunidad favorece el ambiente para que las prácticas corruptas y extractivas sucedan. Si alcanzar una definición que englobe la totalidad de la corrupción es increíblemente complejo, pretender medir el impacto de la corrupción es aún más. El énfasis de este trabajo es la extorsión, y no la corrupción que engloba otro tipo de actividades ilícitas como el cohecho, la malversación de fondos, el desvío de recursos y otros que no necesariamente implican abusar de un cierto poder monopólico para extraer concesiones o rentas de una empresa o un ciudadano, con el fin de resaltar la importancia económica que juega esta práctica tan extendida.


      En México se premia la ilegalidad a través de la negligencia, la colusión y la corrupción no sólo de autoridades, sino también de sus ciudadanos. Con frecuencia opera la omisión de la verdad y la falta de transparencia, que son terreno fértil para que se formen estructuras de crimen organizado y faciliten las prácticas extractivas por parte de instituciones o sus funcionarios.


      LA EXTORSIÓN COMO UNA TRANSACCIÓN DE MERCADO


      No se puede poner en duda la correlación que existe entre los ámbitos económico y legal. Esta relación ha sido reconocida desde que Hobbes discutía la propiedad privada en el siglo XVII y su importancia ha evolucionado constantemente —regulación monopólica, utilidad pública, competencia, entre otros—.27 Ninguna de las dos partes puede ignorar la influencia de una sobre la otra; cualquier economista debe reconocer la importancia del sistema legal, al tiempo que los abogados se ven cada vez más insertos en casos de carácter económico en derecho tributario, comercial, de competencia, de telecomunicaciones, financiero, monetario, mercantil, laboral y muchos otros. El comercio, actividad básica, fundamento y casi sinónimo de la economía, es de carácter no nada más económico, sino legal. A través suyo se intercambian no sólo bienes y servicios tangibles, sino sobre todo derechos al consumo, uso, usufructo, rendimiento y muchos más. Ronald H. Coase, economista y autor británico, Premio Nobel de Economía en 1991, especialista en la intersección entre economía y derecho, dedicó un artículo al entendimiento de la extorsión que estudia, como todo lo demás, como una transacción de mercado. Escribe:


      Los economistas comúnmente tienden a suponer que lo que se comercia en el mercado es una entidad física, una onza de oro, una tonelada de carbón. Pero, como saben los abogados, lo que se comercia en el mercado son paquetes de derechos, derechos a realizar ciertas acciones. El comercio, la actividad dominante del sistema económico, su cantidad y su carácter, dependen, en consecuencia, de los derechos y deberes que las personas y las organizaciones se considera que poseen, y éstas están establecidas por el sistema legal.28
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